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objeto del recurso de amparo núm. 2.403/95, sobre
el que en su día recayó providencia de la Sección Segun­
da de este Tribunal que unánimemente consideró tal
demanda manifiestamente carente de contenido cons­
titucional [arto 50.1 c) LOTC). acordándose por ello su
inadmisión a trámite), dejó pues establecidos los hechos
sobre los que versaba la extradición y su calificación
a efectos extraditorios, de modo que no cabe afirmar
que la resolución ahora recurrida supusiera innovación
alguna de los mismos. Inamovibles los hechos así como
dicha calificación -tanto en el mencionado informe del
Fiscal como en el Auto que inicialmente acordó conceder
,la extradición-, no cabe afirmar que hubo imposibilidad
de defensa sobre los mismos, ni, por ende. vulneración
alguna del principio acusatorio. Si entonces no se prac­
ticó la entrega a las autoridades requirentes ello fue por
haber quedado en suspenso hasta el total cumplimiento
de la responsabilidad que pudiera corresponderle por
un sumario entonces pendiente en el Juzgado de Ins­
trucción núm. 6 de Ibiza; entretanto. la entrada en vigor
del nuevo Código Penal motivó la solicitud de revisión
definitivamente denegada por el Auto de 7 de octubre,
ahora recurrido en una nueva demanda de amparo.

6. Cierto es que. salvo esta última resolución. nin­
guna de las otras dos recaídas con posterioridad al Auto
de 23 de febrero de 1995 hizo referencia a la men­
cionada «superagravantell para fundar que los hechos
no estaban prescritos. por considerarla -acertadamente
o no- innecesaria para fundar el rechazo de la alegación
de prescripción. tan reiteradamente planteada· por. el
demandal'lte de amparo. Ahora bien. el propio carácter
del procedimiento de extradición. dicho ya en términos
más generales. hace difícil pensar en eventuales vulne­
raciones de la garantía que venimos analizando. No sien­
do imposible que se produzca indefensión en dicho pro­
cedimiento (STC 11/1983. fundamento jurídico 1.°.
entre otras), lo cierto es que el limitado alcancey finalidad
del mismo introduce ciertas modulaciones en el signi­
ficado de algunos de los derechos y garantías propios
del proceso penal en sentido estricto. Limitada su natu­
raleza a la de ser un simple acto de auxilio judicial inter­
nacional (en la expresión empleada por el. ATC
363/1985). y que sólo tiene por misión la comprobación
de las condiciones específicamente recogidas en las
leyes y convenios que la regulan (ATC 558/1985, fun­
damento jurídico 1.°), en anteriores ocasiones hemos
excluido de su contexto derechos tan elementales como
puedan ser la presunción de inocencia (ATC 103/1987.
por ejemplo) o la interdicción del bis in idem (ATC
263/1989). Y ello por referirse ambas garantías justa­
mente al fondo del juicio penal a desarrollar en el Estado
requirente. Incluso hemos afirmado que la regla de la
doble incriminación. que cabe incluir en el derecho cons·
titucional a la legalidad penal (y así lo hemos afirmado
ininterrumpidamente a partir de la STC 11/1983. fun­
damentos jurídicos 6.° y 7.°). no significa tanto identidad
de las normas penales de los Estados concernidos como
«que el hecho sea delictivo y con una determinada pena­
lidad (mínima) en las legislaciones penales del Estado
requirente y del Estado requeridoll (como últimamente
afirmamos en el ATC 23/1997. fundamento jurídico 2.°.
recogiendo doctrina muy consolidada: AATC 753/1985
y 499/1988. por ejemplo). En definitiva, pues. la fina­
lidad del procedimiento, no dirigido a la sanción penal
de conducta alguna, sino sólo a hacer posible el proceso
penal propiamente dicho. hace que algunas garan"tías
específicas de este proceso tengan difícil encaje y apli­
cación en el procedimiento extraditorio.

7 Por lo demás. y en lo que respecta al caso plan­
teado. el marco procesal en el que se produjo la reso­
lución que venimos enjuiciando -resolutoria de un recur-

so de súplica frente a la inicial denegación de la revisión
solicitada- conduce por sí mismo a la desestimación
del amparo pretendido. En efecto, como ya hemos ade­
lantado parcialmente. objeto de dicho recurso era exclu­
sivamente la pretensión sostenida por el recurrente de
que los delitos por los que se concedió la extradición
habran prescrito, y ello como consecuencia de la entrada
en vigor de una nueva legislación penal. La primera reso­
lución, luego considerada errónea por el Auto de súplica.
denegó dicha pretensión; la segunda y definitiva con­
firma esa misma desestimación -por lo que no cabe
hablar de reforma peyorativa alguna-. aunque ahora apli­
cando la nueva legislación en su integridad y no sólo
en cuanto a las disposiciones más favorables para el
recurrente (como exige constantemente nuestra juris­
prudencia: SSTC 131/1986. fundamento jurídico 2.°,
21/1993. fundamento jurídico 5.°. AATC 369/1984 y
471/1984, entre otros), por laque fundamenta esa mis­
ma desestimación con razones parcialmente distintas,
y cuyo acierto. dicho sea de paso. ni siquiera el recurrente
discute. Centrado el debate procesal exclusivamente en
si los delitos habían o no prescrito. y permaneciendo
inalterables los hechos y cargos por los que se concedió
la extradición en 1995. una resolución puramente deses­
timatoria de la pretensión sustentada. como la que aquí
enjuiciamos, en nada podía afectar al derecho que sus­
tancialmente fundamenta la demanda de amparo, es
decir, la garantía del principio acusatorio.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido .

Desestimar la demanda de amparo formulada por don
William Reed Ellswick, frente al Auto de la Sala de lo
Penal de la Audiencia Nacional de 7 de octubre de 1996.
así como frente al de la Sección Segunda de dicha Sala,
de 23 de julio anterior, y en su consecuencia acordar
la finalización de la pieza separada de suspensión por
resultar innecesaria su resolución.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estadoll.

Dada en Madri~, a veinte de mayo de mil novecientos
noventa y siete.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Pedro Cruz
Villalón.-Enrique Ruiz Vadillo.-Manuel Jiménez de Par­
ga y Cabrera.-Pablo García Manzano.-Firmados y rubri­
cados.

12433 PLENO. Sentencia 103/1997, de 22 de mayo
de 1997. Recurso de inconstitucionalidad
544/1988. Promovido por el Gobierno de la
Nación en relación con los artículos 12,
13.1.a) y 13.1.b). en cuanto al exceso que
en los mismos se prevé respecto de las mag­
nitudes establecidas en la Ley 33/1987. de
Presupuestos del Estado para 19B8. así como
contra los párrafos segundo y tercero del
artIculo 13. 1.d) de la Ley de la Asamblea de
Madrid 4/1987, de 23 de diciembre, de Pre­
supuestos Generales de la Comunidad de ,
Madrid para 1988.

El pleno del Tribunal Constitucional. compuesto por
don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don José
Gabaldón López, don Fernando García-Mon y
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González-Regueral. don Julio Diego González Campos,
don Pedro Cruz VillaIón, don Caries Viver Pi-Sunyer, don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera, don Tomás S. Vives Antón y don Pablo García
Manzano, Magistrados. ha pronunciado

. EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de inconstitucionalidad núm. 544/88,
promovido por el Gobierno de la Nación contra los arts.
12, 13.1. a) y 13.1. b), en cuanto al exceso que en
los mismos se prevé respecto de las magnitudes esta­
blecidas en la Ley 33/1987, de Presupuestos del Estado
para 1988, así como contra los párrafos segundo y ter­
cero del art. 13.1. d) de la Ley de la Asamblea de Madrid
4/1987, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales
de la Comunidad de Madrid para 1988. Han compa­
recido el Consejo de Gobierno y la Asamblea de la Comu­
nidad de Madrid representados por los Letrados don
Juan Salazar Alonso Cendrero y don Gregorio Valero
Jordana, respectivamente. Ha sido Ponente el Magis­
trado don Enrique Ruiz Vadillo, quien expresa el parecef
del Tribunal.

1. Antecedentes

1. El Abogado del Estado, en representación del Pre­
sidente del Gobierno, y mediante escrito que tuvo entra­
da en el Registro General del Tribunal Constitucional
el 23 de marzo de 1988. en el que se hace constar
haberse hecho expresa invocación del arto 161.2 C.E.
a los efectos de la suspensión de los preceptos impug­
nados, formula recurso de inconstitucionalidad contra
los arts. 12, 13.1. a) y 13.1. b), en lo relativo al exceso
que en los mismos se prevé respecto a las magnitudes
fijadas en la Ley 33/1987 de Presupuestos delEstado
para 1988, así como contra los párrafos segundo y ter­
cero del arto 13.1. d) de la Ley de la Asamblea de Madrid
6/1987, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales
de la Comunidad de Madrid para 1988, por entender
que dichos preceptos infringen los arts. 149.1, 13.a y
18.a

, y 156.1 C.E., con apoyo en las siguientes ale­
gaciones:

A) A diferencia de lo establecido en el art. 28.1
de la Ley 33/1987, de Presupuestos Generales del Esta­
do para 1988, según el cual «con efectos de 1 de enero
de 1988, el incremento del conjunto de las retribuciones
íntegras del personal en activo del sector público no
sometido a la legislación laboral, aplicadas en las cuan­
tías y de acuerdo con los regímenes retributivos vigentes
en 1987, será del4 por 100, sin perjuicio del resultado
individual de la aplicación de dicho incremento» -pre­
cepto también aplicable a las Comunidades Autónomas
[arto 28.2 b)]-, el art. 12 de la Ley de la Comunidad
de Madrid 4/1987 establece lo siguiente en su primer
párrafo:

«Con efecfos de 1 de enero de 1988. el incremento
del conjunto de las retribuciones íntegras del personal
en activo de la Comunidad y sus Organismos Autónomos
no sometido a la legislación laboral, aplicadas en las
cuantías y de acuerdo con los regímenes retributivos
vigentes en 1987, será del 5 por 100 por todos los
conceptos, sin perjuicio de lo que se establece en los
arts. 13 y 14 de la presente Ley.»

De otra parte, el arto 31.1. a) de la Ley de Presupuestos
del Estado dispone, en relación con los funcionarios

incluidos en el ámbito de aplicación de la Ley 30/1984,
de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Fun­
ción Pública, que solamente podrían ser retribuidos en
concepto de sueldo y trienios por las siguientes cuantías:

Grupo Sueldo Trienios

A 1.337.784 51.336
B 1.135.428 41.076
C 846.360 30.804
O 692.064 20.556
E 631.776 15.408

Mientras que, por el contrario, el arto 13.1. a) de la
Ley autonómica recurrida fija las cuantías de sueldo y
trienios, con referencia a «los funcionarios incluidos en
el ámbito de aplicación de la Ley 1/1986. de 10 de
abril, de la Función Pública en la Comunidad de Madrid»,
del modo siguiente:

Grupo Sueldo Trienios

A 1.350.644 51.824
B 1.146.335 41.467
C 854.494 31.097
D 698.708 20.752
E 637.850 15.584

'Asimismo, el arto 31.1.b) de la Ley de Presupuestos
del Estado preceptúa que las pagas extraordinarias serán
dos al año y tendrán un importe, cada una de ellas,
de una mensualidad de sueldo y trienios; en tanto que
la Ley de la Comunidad de Madrid, en su arto 13.1. b),
dispone que «las pagas extraordinarias se percibirán de
acuerdo con lo dispuesto en el arto 73.c) de la Ley
1/1986». Precepto este último según el cual las pagas
extraordinarias serán «dos al año, por un importe mínimo,
cada una de ellas, de una mensualidad de sueldos y
trienios». .

Y, en fin, el arto 13.1. d) de la Ley autonómica, tras
señalar que el complemento específico experimentará
de forma general un incremento del 5 por 100 respecto
al ejercicio de 1987, dispone lo siguiente en su segundo
párrafo:

«En ningún caso los complementos específicos de
los funcionarios de la Comunidad para los que el Consejo
de Gobierno ha aprobado las relaciones de puestos de
trabajo serán inferiores a las siguientes cuantías:

Grupo Complemento
especifico

A 270.000
B 260.000
C 250.000
D 245.000
E 240.000»

Y concluye dicho arto 13.1 d) indicando: «En el supues­
to de los puestos de trabajo aprobados para ser desem­
peñados por varios grupos, el 'complemento específico
será el de mayor cuantía».

B) Descritas así las pretendidas contradicciones
existentes entre la Ley autonómica y la de Presupuestos
Generales del Estado, continúa el Abogado del Estado
precisando el alcance de la impugnación. A este res­
pecto, señala que la misma se proyecta a la expresión
«5 por 100» del arto 12 de la Ley de Madrid 4/1987;
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respecto del arto 13.1 a) de la misma Ley. se impugna
el cuadro de cifras de sueldo y trienios asignado a cada
grupo; el arto 13.1 b) se recurre en su íntegro tenor;
mientras que en relación con el arto 13.1 d) señala que
el primer párrafo no es per se inconstitucional. ya que
el incremento del 5 por 100 en la cuantía del com­
plemento específico se acomodará al bloque de la cons­
titucionalidad en tanto no se rebase el tope del 4 por
100 de incremento del conjunto de las retribuciones.
pero sí se impugnan en su integridad los párrafos segun­
do (<<En ningún caso...))) y tercero (<<En el supuesto de...))).

C) Pues bien. entrando ya en la argumentación de
la inconstitucionalidad de los aludidos preceptos.
comienza el Abogado del EStado indicando que existe
una manifiesta contradicción entre la Ley estatal y la
autonómica impugnada. habida cuenta de que ésta. al
fijarlo en un 5 por 100. sobrepasa el tope mínimo del
4 por 100 impuesto por aquélla.

La autonomía presupuestaria -se argumenta a tal
efecto-es parte de la autonomía financiera y una de
la facetas menos controvertidas de la misma (arts. 156.1
C.E. y 1.1 L.O.F.CA y SSTC 32/1981. fundamento jurí­
dico 8. y 63/1986. fundamento jurídico 11). Autonomía
financiera no absoluta. sino sometida a las limitaciones
derivadas de los principios de coordinación con la
Hacienda estatal y de solidaridad entre todos los espa­
ñoles (art. 156.1 C.E.). lo que se traduce en que el arto
157.3 C.E. prévea una fijación -hoy efectuada por la
L.O.F.C.A.- del marco y límites en que esa autonomía
ha de actuar. estando la misma sujeta además a las
limitaciones que resultan del arto 149.11.a y 13.a C.E.
[STC 179/1987. fundamento jurídico 2. y arto 2.1 b)
L.O.F.CA]. "

Con arreglo -se añade- a la doctrina de la STC
63/1986. fundamento jurídico 11. la Ley 33/1987 con­
tiene una medida económica general de carácter pre- "
supuestario dirigida a contener la expansión relativa de
uno de los componentes esenciales del gasto público.
amparada en el arto 149.1.13.a; y la exigencia de coor·
dinación con la Hacienda estatal (art. 156.1 C.E.) limita
la autonomía financiera en los términos del arto 2.1 b)
L.O.F.CA y. por ende. no resulta injustificado que. en
razón de una política de contención de la inflación y
de prioridad de las inversiones públicas. se establezcan
por el Estado topes máximos globales al incremento de
la masa retributiva de los empleados públicos. lo que
nO vacía aunque condicione la autonomía de gasto de"
las Comunidades Autónomas si -como ocurre con el
arto 28 de la Ley 33/1987- no se predetermina elincre­
mento máximo de las retribuciones de cada funcionario
individualmente considerado. Dicha disposición -se con­
cluye respecto de este punto- constituye un ejemplo
más del carácter de vehículo de dirección y orientación
de la política económica que reviste la Ley de Presu· "
puestos Generales del Estado (SSTC 27/1981. funda­
mento jurídico 2; 65/1987. fundamento jurídico 4). Y
consecuencia necesaria de su adecuación a la Consti­
tución. justificada mediante los anteriores razonamien­
tos. es la inconstitucionalidad y nulidad del arto 12 de
la Ley de la Comunidad de Madrid 4/1987. al ignorar
el reiterado tope retributivo.

C) De otro lado. su arto 13.1 a) resulta inconstitu·
cional por contrariar lo establecido en una norma de
carácter básico (ex arto 149.1.18.a C.E.) cual es el arto
24.1 de la Ley 30/1984. de 2 de agosto. de Medidas
para la Reforma de la Función Pública. que reza así:
«Las cuantías de las retribuciones básicas serán iguales
en todas las Administraciones Públicas para cada uno
de los grupos en que se clasifican los cuerpos. escalas.
categorías o clases de funcionarios (...))). Retribuciones
básicas que. con arreglo al arto 23.2 de la misma Ley.
son el sueldo. los trienios y las pagas extraordinarias.

Pues bien. el referido arto 24.1 tiene carácter básico.
según lo dispone terminantemente el arto 1.3 de la citada

"Ley 30/1984. siendo así que la STC 99/1987 (funda­
mento jurídico 2) no estimó contrario a la Constitución
dicho arto 1.3. y que la STC 63/1986 (fundamento"jurí­
dico 11) cita el arto 24 de la Ley 30/1984 como ejemplo
de la previsión normativa que puede adoptarse con base
en el arto 149.1. 18.a C.E. En suma. dado que el arto 13.1
a) de la Ley de Madrid establece unas cuantías superiores
a las establecidas por la Ley de Presupuestos del Estado.
es claro que el cuadro de cifras de sueldo y trienios
por grupos que contiene viola el tenor literal del arto
24.1 de la Ley 30/1984. deviniendo así inconstitucional
por vulnerar la competencia reservada al Estado por el
arto 149. 1.18.a C.E.

D) Conectada con el arto 13.1 a) está la impugnación
del arto 13.1 b). dado que las pagas extraordinarias son
retribuciones básicas a las que también se aplica el arto
24.1 de la Ley 30/1984. debiendo. por ende. ser iguales
para todas las Administraciones públicas. Y. durante el
año 1988. la cuantía. no mínima. sino perfectamente
determinada de cada una de las dos que han de abonarse
será de una mensualidad del sueldo y los trienios indi­
cados en el art.31.1 a) de la Ley 33/1987. según pres­
cribe el arto 31.1 b) de la misma Ley. Sio embargo. la
dicción del arto 13.1 b) de la Ley autonómica tiene por
consecuencia qlJe la cuantía (mínima) de cada una de
las pagas extraordinarias haya de ser una mensualidad
del sueldo y trienios de los establecidos en el arto 13.1
a); cuantía que excede de la determinada en el arto 31.1
b) de la Ley 33/1987. de Presupuestos Generales del
Estado. Así. pues. de igual modo que lo que acontece
con el cuadro de cifras del arto 13.1 a). el arto 13.1 b)

"viola lo dispuesto en el arto 24.1 de la Ley 30/1984.
ignorando con ello la competencia estatal del arto
149.1.18.a C.E.

A mayor abundamiento. continúa el Abogado del
Estado señalando que dicho precepto contradice la exi­
gencia contenida en el arto 24.2 de la Ley 30/1984.
consistente en que la concreta cuantía de las retribu­
ciones básicas -pagas extraordinarias. entre ellas- figu­
re «en los presupuestos de las demás Administraciones
Públicas)). y es que. en efecto. el arto 13.1 b) de la Ley
de la Comunidad de Madrid no determina con precisión
cuál habrá de ser la cuantía de las pagas extraordinarias.
ya que. al reenviar al arto 73.c) de la Ley autonómica
de función pública. se limita a establecer un mínimo
sobre el particular. Con ello también se vulnera la com­
petencia estatal ex arto 149.1.18.a C.E.• al ignorarse que
el arto 24.2 de la Ley 30/1984 -norma básica- impone
al legislador autonómico la obligación de hacer figurar
la cuantía exacta. no el mínimo. de las pagas extraor-"
dinarias para 1988.

E) Entrando ya en el análisis de la inconstituciona­
lidad del segundo párrafo del art.13.1 d) de la Ley recurri­
da (mediante el cual el legislador autonómico garantiza
un mínimo de complemento específico por razón de gru­
pos). aduce el Abogado del Estado que contradice los
dictados del arto 23.3 b) de la Ley 30/1984; norma
básica que considera un rasgo esencial del complemento
específico el hecho de que sea necesario asignarlo con
referencia a cada puesto de trabajo individualmente con­
siderado. a la vista de las «condiciones particulares)) que
el mismo exige. razón por la cual sólo algunos puestos
de trabajo llevan aparejada la percepción del comple­
mento específico. Por tanto. el aludido fragmento del
arto 13.1 d) soslaya este mandato al introducir el grupo
como pauta para garantizar un mínimo de complemento
específico; siendo así que la clasificación por grupos es
la determinante para las retribuciones básicas (art. 23.2.
Ley 30/1984). basándose tal clasificación en la titulación
exigida para el ingreso (art. 25 de la Ley 30/1984. asi-
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mismo norma básica). Y el párrafo tercero del reiterado
arto 13.1 d) -que contempla el supuesto de un puesto
de trabajo susceptible de ser desempeñado por varios
wupos- no viene sino a ratificar que el anterior párrafo
Introduce un elemento extraño e incompatible con la
imagen del complemento específico que resulta de la·
legislación estatal básica. al verse obligado a determinar
que, en tal caso, se percibirá el complemento específico
mínimo reconocido al grupo superior.

Por todo lo dicho, se solicita que se dicte Sentencia
declarando inconstitucionales y nulos los preceptos
impugn.ados.

2. La Sección Cuarta acordó por providencia de 7
de abril de 1988 admitir a trámite el recurso de incons­
titucionalidad; dar traslado de la demanda y de los docu­
mentos presentados, conforme establece el arto 34.1
LOTC, al Congreso de los Diputados y al Senado, así
como a la Asamblea y a la Comunidad de Madrid, al
objeto de que. en el plazo de quince días, pudieran per­
sonarse y formular las alegaciones que estimaren con­
venientes; comunicar a los Presidentes de la Asamblea
y de la Comunidad de Madrid la suspensión de la vigencia
y aplicación de las palabras «5 por 100» del arto 12,
del cuadro de cifras que figura en el art. 13.1 a), del
arto 13.1 b) Y de los párrafos segundo y tercero del arto
13.1 d). todos de la Ley de la Asamblea de Madrid
4/1987, y 'publicar la incoación del recurso y la sus­
pensión acordada en el «Boletín Oficial del Estado» y
en el de la Comunidad de Madrid.

3. Mediante escrito que tuvo entrada el 14 de abril
de 1988, el Presidente del Congreso de los Diputados
comunicó al Tribunal el Acuerdo de la Mesa de la Cámara
de no personarse en el procedimiento ni formular ale­
gaciones, poniendo a disposición del mismo las actua­
ciones de dicha Cámara que pudiera precisar.

4. Por escrito que tuvo su entrada en el Registro
General del Tribunal Constitucional el 25 de abril de
1988, el Presidente del Senado rogó se tuviese por per­
sonada a la Cámara en el procedimiento y por ofrecida
su colaboración a los efectos del arto 88.1 LOTC.

5. El Letrado del Consejo de Gobierno de la Comu­
nidad de Madrid, mediante escrito registrado el 28 de
abril de 1988, formuló en el presente recurso de incons­
titucionalidad 544/88 las siguientes alegaciones:,

A) Comienza este escrito señalando que en el recur­
so de inconstitucionalidad promovido por el Presidente
del Gobierno el Letrado del Estado argumenta, más que
sobre la infracción de preceptos de la Constitución, sobre
la inadecuación de las disposiciones recurridas a lo dis­
puesto en Leyes que la desarrollan, fundamentalmente
la Ley 30/1984, de 2 de agosto de Medidas para la
Reforma de la Función Pública. Ley ésta en cuyo arto
1.3 -que fue declarado conforme a la Constitución en
la STC 99/1987- se definen las normas que tienen
carácter básico. incluyéndose entre ellas la mayoría de
las referidas por el Abogado del Estado.

Dicho lo anterior, prosigue el Letrado del Consejo
de Gobierno delimitando cuáles son las normas integran­
tes del bloque de la constitucionalidad conforme al cual
habrán de elucidarse las cuestiones suscitadas en el pre­
sente recurso. En relación con el complemento espe­
cífico, regulado en los párrafos segundo y tercero del
arto 13.1 d) de la LeyA/ 1987, se aduce que, en cuanto
retribución complementaria, ha de incluirse en las rela­
ciones de puestos de trabajo [arto 16 de la Ley 30/1984
y arto 15.2 c) de la Ley 1/1986, de la Comunidad de
Madrid] y su cuantía debe figurar en los Presupuestos
de la Administración (art. 24, Ley 30/1984). Yal Consejo
de Gobierno atañe la valoración de cada puesto de tra­
bajo y, con él. de cada complemento específico en aten-

ción a las circunstancias de su especial dificultad técnica,
dedicación, responsabilidad, incompatibilidad, peligrosi­
dad y penosidad [arto 74 b) de la Ley 1/1986, de la
Comunidad de Madrid, y 23.3 b) de la Ley 30/1984].

Además .de este procedimiento legal para la fijación
del complemento específico, insiste el Letrado del Con­
sejo de Gobierna en que de los conceptos retributivos
establecidos en el arto 23 de la Ley 30/1984, y que
se hallan recogidos en los arts. 72 y siguientes de la
Ley 1/1986, de la Comunidad de Madrid, se encuentra
especialmente ligado al puesto de trabajo el comple­
mento específico. Las condiciones particulares en aten­
ción a las que se atribuye exigen labores técnicas com­
plejas .para su adecuada apreciación, razón por la cual
tanto la Ley 30/1984, respecto a la Administración del
Estado, como la Ley 1/1986, en la Comunidad de
Madrid, han atribuido al Ejecutivo las competencias para
determinar dicho complemento, que ha de hacerse figu­
rar; en las relaciones de puestos de trabajo [arts. 15
de la Ley 30/1984 y 7.2 c) de la Ley 1/1986, de la
Comunidad].

Por último, recuerda que el nuevo sistema retributivo
se enmarca en una nueva regulación legal del conjunto
de la función pública, que incorpora entre sus novedades
la movilidad de los funcionarios de las distintas Admi­
nistraciones Públicas (art. 17 de la Ley 30/1984), lo
que exige que aquellos conceptos retributivos que no
tengan una íntima relación con el puesto de trabajo en
concreto hayan de ser tratados de igual manera en todas
las Administraciones Públicas, pues, de lo contrario,
podría incurrirse en discriminaciones prohibidas por los
arts. 14 y 23.2 de la Constitución.

6. El escrito de alegaciones de la Asamblea de
Madrid tuvo su entrada en el, Registro General de este
Tribunal el 28 de abril de 1988. En el mismo se sostenía
la constitucionalidad de las disposiciones impugnadas
con base en las siguientes consideraciones:

A) Respecto de la aducida inconstitucionalidad de
la expresión «5 por 100» del primer párrafo del arto 12
de la Ley de la Comunidad de Madrid 4/1987, señala
el Letrado de la Asamblea que, por más· que no pueda
dejar de reconocerse que la autonomía presupuestaria
de las Comunidades Autónomas está sujeta a limitacio­
nes derivadas de los arts. 149.1.13.a y 156.1 de la Cons­
titución, y que dichas limitaciones pueden concretarse
en la Ley de Presupuestos en cuanto instrumento de
la política económica del Estado, no es menos evidente
que dichas limitaciones han de ser objeto de matiza­
ciones al objeto de preservar un margen de capacidad
decisoria de las Comunidades Autónomas. Matizaciones,
como más adelante se expondrá, para cuyo reconoci­
miento no supone objeción alguna la doctrina vertida
en la STC 63/1986, puesto que, como .se indicó en
la STC 199/1987, ,<la vinculación de este Tribunal a
la doctrina establecida en sus anteriores decisiones, por
importante que sea, no puede producir el efecto de inva­
riabilidad o inmutabilidad jurisprudencial» (fundamento
jurídico 1).

Dicho lo anterior, señala el Letrado de la Asamblea
madrileña que las competencias que ostenta el Estado
en la materia son de coordinación [arts. 149.1.13.a y
156.1 C.E., así como arto 2.1 b) L.O.F.C.A.]; competencia
de coordinación general que al ejercitarse, de acuerdo
con la STC 42/1983, no debe llegarse «a tal grado de
desarrolro que dejen vacías de contenido las correspon­
dientes competencias de las Comunidades» (fundamen­
to jurídico 3), debiéndose, por ende, ceñirse a adoptar
las medidas necesarias y suficientes para asegurar la
integración de la diversidad de las partes en un conjunto
unitario, que es precisamente lo que persigue la actividad
coordinadora (STC 11/1984, fundamento. jurídico 6).
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Pues bien, la fijación estricta y tasada por el Estado
de la cuantía en que pueden elevarse las retribuciones
íntegras de su personal funcionario por las Comunidades
Autónomas vacía de contenido su autonomía financiera,
ya que se trata de una medida que debe considerarse
como excesiva para la consecución de los fines de la
política económica del Estado. En efecto, la elevación
del 1 por 100 que ha aprobado la Comunidad de Madrid
respecto de lo decidido por el Estado queda reducida
a la cantidad de 515 millones de pesetas, que, si bien
tiene cierta importancia en el ámbito del Presupuesto
de la Comunidad, carece de ella en el marco de las
macromagnitudes de la economía nacional. resultando.
consiguientemente, desproporcionada la limitación.

De otro lado. la restricción impuesta dista mucho de
encontrar el necesario equilibrio entre la unidad eco­
nómica de la Nación y la diversidad jurídica que deriva
de la autonomía; equilibrio entre ambos principios que
debe ser buscado en estos supuestos, según señala la
STC 88/1986 (fundamento jurídico 6). Y es que, cier­
tamente, la limitación en cuestión no deja a las Comu­
nidades Autónomas ningún ámbito de decisión que les
permita adecuar los incrementos retributivos a los dife­
rentes niveles de inflación existentes en las diversas
zonas del Estado. De este modo, se les priva de toda
posibilidad de intervenir en la cuantificación del derecho
a una remuneración suficiente (art. 35.1 C.E.), y en la
promoción de una distribución de la renta personal más
equitativa, contenida en el arto 40.1 C.E.; derecho el pri­
mero que vincula a todos los poderes públicos y principio
el segundo cuyo reconocimiento. respeto y protección
deben informar la legislación positiva, de conformidad,
respectivamente, con los arts. 53.1 Y 53.3 de la Cons­
titución.

En consecuencia, estima que la limitación no es legí­
tima en la medida en que impone un incremento único
y uniforme para todas ellas, que, además, es el mismo
que el dispuesto para el personal propio del Estado. De
ahí, en suma. que concluya indicando que el incremento
del 5 por 100 asumido por la Ley autonómica no puede
considerarse inconstitucional.

B) Acto seguido. se analiza la tacha de inconstitu­
cionalidad que el recurso proyecta al arto 13.1 a) de
la Ley autonómica por establecer unas cifras de sueldo
y trienios superiores a las fijadas en el arto 31.1 a) de
la Ley de Presupuestos del Estado, contradiciendo así
el arto 24.1 de la Ley 30/1984, según el cual <<las cuan­
tías de las retribuciones básicas serán iguales en todas
las Administraciones Públicas para cada uno de los gru­
pos en que se clasifican los cuerpos, escalas. categorías
o clases de funcionarios», precepto este último declarado
norma básica del régimen estatutario de los funcionarios
públicos por el arto 1.3 de la citada Ley 30/1984.

Pues bien, comienza rebatiendo la afirmación del Abo­
gado del Estado de que el carácter básico de dicha dis­
posición había sido expresamente sancionado por la STC
99/1987 (fundamento jurídico 2), ya que la declaración
de conformidad a la Constitución del arto 1.3 de la Ley
30/1984 se efectuó al resolver las alegaciones que se
realizaron respecto a una posible consideración de dicho
arto 1.3 como objeto propio de una Ley de Bases de
las recogidas en los arts. 82 y 83 de la Constitución.
Sentado lo que antecede, sostiene el Letrado de la Asam­
blea madrileña que la delimitación estatal de las cuantías
de las retribuciones básicas de todas las Administracio­
nes Públicas no puede considerarse norma básica en
el sistema de distribución de competencias en materia
de función pública. Si, en efecto; la competencia sobre
las bases pretende asegurar un «común denominador
normativo, a partir del cual cada Comunidad, en defensa
del propio interés general. podrá establecer las pecu­
liaridades que le convengan» (STC 1/1982, fundamento

jurídico 1), y si las bases «resultan ser aspectos centrales
nucleares del régimen jurídico de una determinada ins­
titución» (STC 76/1986, fundamento jurídico 4). se hace
evidente que no puede ser tildada de básica la norma
que nos ocupa, toda vez que ni afecta a un aspecto
central del régimen jurídico de la función pública, ni exis­
ten intereses generales que deban ser asegurados
mediante dicho tipo de fijación. Y. de otra parte, tampoco
cabe alegar que está involucrado el principio de igualdad
respecto de los funcionarios públicos; pudiendo incluso
afirmarse que lo que representaría una desigualdad real.
dados los diferentes niveles del coste de la vida en las
diversas zonas del país, sería precisamente la aportación
estatal de retribuciones básicas uniformes para todas
las Administraciones Públicas. La delimitación estatal
tendría únicamente sentido para determinar un mínimo
que garantizase un nivel de vida estable a los diversos
funcionarios. pero sin que dicho argumento pueda ir en
contra de la aprobación por las Comunidades Autónomas
de unas retribuciones básicas para sus funcionarios infe­
riores a las aprobadas por el Estado. Así. pues, de todo
lo anterior se deduce que el cuadro de cifras de sueldos
y trienios contenido en el arto 13.1 a) de la Ley impugnada
es conforme a la Constitución, por cuanto la fijación
de la cuantía de las retribuciones básicas por el Estado
no tiene carácter de base del régimen jurídico de la fun­
ción pública.

C) A continuación, se rebaten en el escrito de ale­
gaciones las dos causas de inconstitucionalidad que el
recurso plantea acerca del art. 13.1 b) de la Ley auto­
nómica. En lo que concierne a la alegación de que, debido
a la mayor cuantía de los sueldos y trienios contenidos
en el arto 13.1 a) respecto de los previstos en los Pre­
supuestos del Estado, las pagas extraordinarias también
superaban lo estipulado en la Ley estatal. se dan por
reproducidos los argumentos utilizados para sostener
que no pueden considerarse bases del régimen esta­
tutario de los funcionarios públicos la fijación por el Esta­
do de retribuciones básicas en igual cuantía para todas
las Administraciones Públicas. . .

De otro lado. la parte actora sostiene la inconstitu­
ciona lidad del arto 13.1 b) de la Ley autonómica porque,
al remitirse al art. 73 c) de la Ley 1/1986, de 10 de
abril. de la Función Pública de la Comunidad de Madrid,
no determina con precisión la cuantía de las pagas
extraordinarias, puesto que dicho art. 73 c) sólo señala
un nivel mínimo, lo que violaría el art. 31.1 b) de la
Ley 33/1987 y el arto 24.2 dé la Ley 30/1984, y, con
ello, al ser este artículo norma básica del régimen esta­
tutario de los funcionarios públicos. el art. 149.1.18."
de la Constitución. A este respecto, señala el Letrado
de la Asamblea de Madrid que no puede considerarse
básico un precepto -como el arto 24.2 de la Ley
30/1984- que impone una reserva de Ley presupues­
taria al legislador autonómico en una materia de tan
escasa importancia como es la fijación de pagas extraor­
dinarias; o. a lo sumo, ha de estimarse válida la utilización
de técnicas de remisión en las Leyes de Presupuestos
de las Comunidades Autónomas para la fijación de las
cuantías de las distintas (etribuciones.

D) Tampoco encuentra tacha alguna de inconstitu­
cionalidad en los párrafos segundo y tercero del
arto 13.1 d) de la Ley autonómica recurrida; pretendida
inconstitucionalidad que el Abogado del Estado intentó
fundamentar en el hecho de que la fijación de una cuantía
mínima de los complementos específicos según perte­
nencia a grupo se considera .contraria al art. 23.2 b)
de la Ley 30/1984. Sin embargo, este último artículo
no tiene carácter básico. a pesar de lo señalado por
el legislador estatal en el arto 1.3 de dicha Ley, habida
cuenta de que la concreta definición que aquél efectúa
del complemento específico no afecta a un aspecto cen-
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tral del régimen jurídico de la función pública. ni existen
intereses generales que deban ser asegurados mediante
dicha definición.

Pero es que, además, aun cuando se afirmase su
carácter básico. tampoco podrían reputarse inconstitu­
cionales los párrafos en cuestión. puesto que de los mis­
mos no cabe deducir que todos los puestos de trabajo
deban recibir un complemento específico. sino única­
mente que éste tendrá un carácter mínimo en caso de
que se conceda, por lo que se respeta la legislación
estatal.

Concluye el escrito de alegaciones instando el levan­
tamiento de la suspensión de los preceptos impugnados,
aduciendo a tal respecto, de una parte, el carácter
extraordinario que debe tener la suspensión de la apli­
cación de las Leyes; y, de otro lado, que, de no aceptarse,
se irrogarían notables perjuicios tanto a los funcionarios
de la Comunidad de Madrid como al funcionamiento
de la Administración.

7. La SecCión Cuarta, por providencia de 20 de junio
de 1988, acordó oír a las partes person.adas para que,
en el plazo común de cinco días, expusieran lo que esti­
masen procedente acerca del mantenimiento o levan­
tamiento de la suspensión de los preceptos impugnados.

8. Evacuado este trámite, por Auto del Pleno de
5 de julio de 1988 se acordó el mantenimiento de la
suspensión de todos los preceptos impugnados.

9. Por providencia de 20 de mayo de 1997 fue
señalado para deliberación y votación de la Sentencia
el día 22 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. Mediante el presente recurso de inconstitucio­
nalidad la representación del Estado impugna los arts.
12, 13.1 a), 13.1. b), así como los párrafos segundo
y tercero del art. 13.1 d) de la Ley de la Asamblea de
Madrid 4/1987, de Presupuestos Generales de la Comu­
nidad de Madrid para 1988, por cuanto estima que los
mismos infringen los arts. 149.1 13.8 y 18.8

, y 156.1
C.E.

La primera de las cuestiones planteadas en este pro­
ceso estriba en dilucidar si el arto 12 de la Ley de Pre­
supuestos de la Comunidad de Madrid para 1988 ha
vulnerado el orden constitucional de competencias, toda
vez que, ignorando el tope máximo del 4 por 100 fijado
por la Ley 33/1987, de Presupuestos Generales del Esta­
do para 1988 (art. 28.1). establece en su primer párrafo
que «el incremento del conjunto de las retribuciones ínte­
gras del personal en activo de la Comunidad y sus Orga­
nismos Autónomos no sometido a la legislación laboral.
aplicadas en las cuantías y de acuerdo con los regímenes
retributivos vigentes en 1987, será del 5 por 100 por
todos los conceptos...». Sostiene la parte actora que el
incumplimiento por parte de la Comunidad Autónoma
de ra restricción retributiva establecida por el Estado
entraña, de una parte, la vulneración del arto 149.1.13.8

C.E., ya que dicha medida, al pretender contener la
expansión de uno de los componentes esenciales del
gasto público, se ha dictado en ejercicio de su com­
petencia sobre las «bases y coordinación de la plani­
ficación general de la actividad económica»; y, de otro
lado, alega que infringe, asimismo, el arto 156.1 C.E.,
dado que la exigencia de coordinación con la Hacienda
estatal constituye un límite de la autonomía financiera
de las Comunida des Autónomas.

La cuestión así suscitada es prácticamente idéntica
a la que resolvimos en la reciente STC 171/1996, esen­
cialmente en su fundamento jurídico 2. Pues bien, como
entonces dijimos y ahora hemos de reiterar, la imposición
de este tipo de topes máximos por parte del Estado

halla justificación tanto en el título competencial con­
tenido en el art.· 149.1.13.8 C.E. como en el principio
de coordinación, que opera como límite de la autonomía
financiera de las CC.AA. (art. 156.1 C.E.) con el alcance
previsto en el arto 2.1 b) L.O.F.C.A. (SSTC 63/1986,
96/1990 y 237/1992).

Consiguientemente, puesto que la norma autonómica
recurrida contradice abiertamente lo dispuesto en una
medida económica general de carácter presupuestario
dirigida a contener la expansión relativa de uno de los
componentes del gasto público y establecida a través
de la Ley de Presupuestos Generales del Estado, no cabe
sino declarar, como igualmente hicimos en la STC
171/1996, la inconstitucionalidad de la misma por vul­
nerar el arto 149.1 13.8 C.E.

2. El Abogado del Estado. en segundo término,
entiende que el arto 13.1 a) de la Ley autonómica impug­
nada incurre en inconstitucionalidad al vulnerar el arto
149.1.18.8 C.E., que reserva al Estado las bases del régi­
men estatutario de los funcionarios. La infracción se
habría producido porque, al fijar dicha disposición para
cada grupo, unos sueldos y trienios superiores a los esta­
blecidos en la Ley de Presupuestos del Estado, incumple
así lo preceptuado en una norma de carácter básico,
cual es la contenida en el primer inciso del arto 24.1
de la Ley 30/1984, de Medidas para la Reforma de
la Función Pública, que reza así:

«Las cuantías de las retribuciones básicas serán igua­
les en todas las Administraciones Públicas para cada
uno de los grupos en que se clasifican los cuerpos, esca­
las, categorías o clases de funcionarios.»

Sostiene la parte actora que la naturaleza básica del
precepto recién transcrito está fuera de toda duda. ya
que el arto 1.3 de la Ley 30/1984 lo consideró explí­
citamente integrante de las bases del régimen estatutario
de los funcionarios públicos; y la constitucionalidad de
este arto 1.3 fue sancionada en la STC 99/1987. Frente
a esta posición, argumenta el Letrado de la Asamblea
de Madrid que el citado arto 24.1 carece de carácter
básico. y que, en modo alguno, puede considerarse que
ésta sea una cuestión ya resuelta por la STC 99/1987,
puesto que -según entiende- allí sólo se abordó la cons­
titucionalidad del citado arto 1.3 desde una perspectiva
más restringida, esto es, en contestación a la alegación
de que se había confundido el concepto de «bases» del
arto 149.1.18.8 C.E. con el de «Ley de Bases» contem­
plado en el arto 82 C.E.

Esta última apreciación no puede sino ser compartida
por este Tribunal. Debe. en efecto. reconocerse que en
la STC 99/1987 la declaración de que el arto 1.3 de
la Ley 30/1984 se adecuaba a la Constitución se efec­
tuaba únicamente tras rechazar los diversos motivos que
entonces se utilizaron para combatirlo, a saber: en rela­
ción con la aducida confusión entre .<10 básico» en el
sentido del art. 149.1.18.8 C.E. y la delegación legislativa
en favor del Gobierno prevista en el arto 82 C.E., con
el consiguiente vaciamiento de las competencias auto­
nómicas de desarrollo legislativo en la materia; acerca
de la pretendida imposibilidad de que el Estado. al ampa­
ro del art. 149. 1.18.a C.E., dictase normas básicas res­
pecto de la función pública local; y, en fin, en lo con­
cerniente a la alegación de que no es factible dictar
normas básicas para regular situaciones provisionales
o coyunturales (STC 99/1987, fundamento jurídico 2).
Es cierto, pues, que en esta decisión no quedó prejuz­
gado en modo alguno si todas las normas que reciben
en el arto 1.3 de la Ley 30/1984 el calificativo de «bá­
sicas» responden, o no. también materialmente a dicha
naturaleza. Por consiguiente, dado que la calificación que
al respecto adopte el legislador estatal no vincula de
forma absoluta a este Tribunal. ni tan siquiera cuando
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la misma no fue en su momento impugnada por la Comu­
nidad Autónoma (por todas, STC 156/1995, fundamen­
to jurídico 3), es claro que para decidir acerca de la
constitucionalidad de este precepto autonómico habre­
mos previamente de dilucidar si la propia norma estatal
que sirve de canon respeta el orden constitucional de
competencias.

Pues bien, en lo que atañe al arto 24.1 de la Ley
30/1984, pocas dudas hay que albergar acerca de que
se trata de una norma materialmente básica. Como tan­
tas veces ha reiterado este Tribunal. una norma merece
tal calificativo cuando garantiza en todo el Estado un
común denominador normativo dirigido a asegurar, de
manera unitaria y en condiciones de igualdad, los inte­
reses generales; regulación normativa uniforme que, no
obstante, debe permitir que cada Comunidad Autónoma
introduzca, en persecución de sus propios intereses, las
peculiaridades que estime pertinentes dentro del marco
competencial que en la materia dibuje el bloque de la
constitucionalidad (entre otras mLichas, SSTC 1/1982,
fundamento jurídico 1; 44/1982, fundamento jurídico
2; 69/1988, fundamento jurídico 5; 248/1988, funda­
mento jurídico 4; 13/1989, fundamento jurídico 3;
141/1993, fundamento jurídico 3 y 197/1996, funda­
mento jurídico 5). Ahora bien, según precisamos en la
STC 237/1992 refiriéndonos 1:11 sector material ahora
concernido, las competencias que las Comunidades
Autónomas ostenten sobre el régimen estatutario de sus
funcionarios no pueden impedir la intervención estatal
que, «en el marco del arto 149.1.18.a C.E., asegure un
trato un)forme de determinados problemas en orden a
la consecución de los objetivos de la política económica
generala sectorial. evitando que, dada la estrecha inter­
dependencia de las actuaciones llevadas a cabo en las
distintas partes del territorio nacional. se produzca un
resultado disfuncional y diswegadofl> (fundamento jurí­
dico 4). A la luz de esta linea jurisprudencial. resulta
palmaria la adecuación al orden constitucional de com­
petencias de un precepto que determina la nivelación
de la cuantía de las retribuciones básicas en todas las
Administraciones Públicas (esto es, sueldos, trienios y
pagas extraordinarias, según el arto 23.2 de la Ley
30/1984), pues no persigue otro objetivo que lograr
una mínima y fundamental homogeneidad en un aspecto
sustancial del régimen funcionarial, cual es el atinente
a los derechos económicos. De hecho, en relación pre­
cisamente con el arto 24 de la Ley 30/1984, ya en la
STC 63/1986 tuvimos la oportunidad de señalar que,
indudablemente, entre las bases del régimen estatutario
de los funcionarios a que se refiere el arto 149.1.18.a

C.E. «cabe incluir previsiones relativas a las retribuciones
de los funcionarios, comunes a todas las Administra­
ciones Públicas, lo que. a su vez, hallaría fundamento
en los principios constitucionales de igualdad y solida­
ridad» (fundamento jurídico 11; y, en la misma línea,
SSTC 96/1990. fundamento jurídico 3, y 237/1992,
fundamento jurídico 4).

Por lo demás tampoco se aprecia que la norma estatal
básica que ha sido cuestionada por la Comunidad Autó­
noma sea tan incisiva que menoscabe, anule o no deje
margen al ejercicio de la competencia autonómica a fin
de que ésta adopte una política retributiva propia res­
pecto de sus funcionarios. La necesidad de que las bases
estatales respeten un margen suficiente de autonomía
en este ámbito. imprescindible para que la Comunidad
Autónoma de Madrid pueda desarrollar su competencia
en materia funcionarial (art. 38 del Estatuto de Auto­
nomía) debe entenderse adecuadamente satisfecha en
la Ley 30/1984, dado que la exigida igualación de la
cuantía deja libertad de opción en lo tocante a las retri­
buciones complementarias, de cuya relevancia en el con­
junto tendremos oportunidad de hacer mención segui-

damente. En el bien entendido, claro está, dentro del
respeto por la normativa autonómica del límite fijado
por el Estado al incremento del volumen total de las
retribuciones por todos los conceptos de los empleados
públicos. En definitiva, no cabe sino afirmar que la nor­
mativa estatal que nos ocupa ha sido dictada con ade­
cuación a la competencia sobre las bases que la Consti
tución reserva al Estado en su arto 149.1. 18.a pudiendo,
por tanto, operar como canon de constitucionalidad (STC
163/1995 fundamento jurídico 4, por todas).

Por consiguiente, sentado lo anterior, y siendo evi­
dente que el art 13.1 a) de la Ley autonómica recurrida
establece unas retribuciones en concepto de sueldo y
trienios superiores a las fijadas en el arto 31.1 a) de
la Ley de Presupuestos Generales del Estado, resulta
no menos obvio que, con ello, se ha ignorado la exigencia
básica contenida en el primer inciso del arto 24.1 de
la Ley 30/1984, incurriendo así la disposición recurrida
en inconstitucionalidad.

3. El arto 13.1 b) de la Ley autonómica recurrida
es impugnado, en primer término, desde la misma pers­
pectiva cuantitativa en que se ha fundado el recurso
dirigido contra el arto 13.1 a), es decir, porque puestos
en conexión ambos preceptos. la cuantía de las pagas
extraordinarias objeto de regulación en el primero de
ellos excede de la que, por referencia a sueldo y trienios,
ha fijado el arto 31.1 a) de la Ley de Presupuestos Gene­
rales del Estado para 1988.

Mas en este concreto aspecto la vulneración del
orden competencial. por infracción de la exigencia básica
contenida en el arto 24.1 de la Ley 30/1984, en cuanto
referida a las pagas extraordinarias como integrantes
de las retribuciones básicas no es imputable al arto 13.1
b) en si mismo considerado, sino a la norma a que este
precepto reenvía, es decir, al arto 13.1 a) de la misma
Ley autonómica. cuya inconstitucionalidad ya hemos
declarado.

En consecuencia, atendiendo al primer motivo impug­
natorio aducido contra el precepto de la Ley autonómica
que ahora nos ocupa [arto 13.1 b), relativo a la cuantía
de las pagas extraordinarias], no puede acogerse la pre­
tensión de inconstitucionalidad ejercitada por el Abo­
gado del Estado.

Por lo que concierne, en cambio, al segundo motivo
en que fundamenta su pretensión la representación del
Estado, es decir, la vulneración del orden constitucional
de distribución de competencias, por infracción del man­
dato contenido en el art. 24.2 de la Ley 30/1984, ha
de estimarse la pretensión de declaración de incons­
titucionalidad del arto 13.1 b) de la Ley 4/1987, de
Madrid.

En efecto, el citado arto 24.2, precepto materialmente
básico por cuanto que, junto a otras finalidades, obedece
al designio de hacer efectivo el mandato de igualdad
para todas las Administraciones Públicas de la cuantía
de las retribuciones básicas, establece que la concreta
cuantía de éstas, y por tanto, de las pagas extraordinarias
que, como concepto retributivo especifico forma parte
de aquéllas, deberá figurar en los Presupuestos de las
Administraciones Públicas. Pues bien, este mandato con­
tenido en la norma básica estatal resulta incumplido por
la Comunidad Autónoma de Madrid. cuando el arto 13.1
b) de la Ley de Presupuestos impugnada dispone que:
<<las pagas extraordinarias se percibirán de acuerdo con
lo dispuesto en el arto 73. c) de la Ley 1/1986». precepto
éste de la Ley reguladora de la Función Pública auto­
nómica. a cuyo tenor, las pagas extraordinarias serán
dos al año, por un importe mínimo cada una de ellas
de una mensualidad del sueldo y trienios. Esta remisión
al precepto material o sustantivo de la normativa auto­
nómica sobre la función pública, referido a un importe
mínimo, deja sin precisar el concreto importe o cuantía
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de las pagas extraordinarias. como concepto retributivo
que integran las retribuciones básicas. cuya concreta
determinación cuantitativa ha de verse adecuadamente
reflejada en la correspondiente Ley de Presupuestos.

Se impone. por ello. declarar que vulnera el orden
constitucional de competencias el arto 13.1 b) de la Ley
autonómica. al ser contrario a la norma básica del Estado
contenida en el arto 24.2 de la Ley 30/1984.

4. Finalmente. en el presente recurso se impugnan.
asimismo. los párrafos segundo y tercero del arto 13.1
d) de la Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad
de Madrid para 1988. que son del siguiente tenor literal:

«En ningún caso los complementos específicos de
los funcionarios de la Comunidad para los que el Consejo
de Gobierno ha aprobado las relaciones de puestos de
trabajo serán inferiores a las siguientes cuantías:

Grupo Complemento específico

A 270.000
B 260.000
C 250.000
D 245.000
E 240.000

En el supuesto de los puestos de trabajo aprobados
para ser desempeñados por varios grupos, el comple­
mento específico será el de mayor cuantía.»

Al igual que lo acontecido en relación con los últimos
preceptos analizados. se imputa a los recién transcritos
la vulneración del arto 149.1.18.a C.E. por contrariar lo
establecido en otra de las disposiciones de la
Ley 30/1984. calificada de básica en su artículo 1.3,
a saber. el arto 23.3. b), según el cual:

«Son retribuciones complementarias: (oo.)

b) El complemento específico destinado a retribuir
condiciones particulares de algunos puestos de trabajo
en atención a su especial dificultad técnica. dedicación.
responsabilidad, incompatiblidad. peligrosidad o peno­
sidad. En ningún caso podrá asignarse más de un com­
plemento específico a cada puesto de trabajo.»

En lo esencial. entiende el Abogado del Estado que
los impugnados párrafos del artículos 13.1. d) de la Ley
autonómica. en cuanto introducen el grupo como pauta
para asegurar un mínimo de complemento específico,
contrarían frontalmente la norma básica, toda vez que
ésta considera rango consustancial a este tipo de retri­
bucíones complementarias el hecho de que las mismas
se fijen en referencia a las «condiciones particulares»
que exija cada puesto da trabajo; razón por la cual sólo
algunos de ellos llevan aparejada la percepción del com­
plemento específico. y, como también sucedió con las
disposiciones recurridas que últimamente nos han ocu­
pado. el Letrado de la Asamblea de Madrid centra sus
alegaciones en negar que sea materialmente básico el
citado precepto estatal; si bien en esta ocasión añade
que. sea cual fuere su calificación. no cabría en ningún
caso apreciar la inconstitucionalidad denunciada, puesto
que el artículo 13.1.d) no lo contradice en absoluto, al
no poder inferirse del mismo que todos los puestos de
trabajo deban tener un complemento específico (STC
99/1987, fundamento jurídico 3).

Pues bien. tampoco ahora puede compartirse la apre­
ciación del representante de la Comunidad Autónoma
de que la disposición estatal carece de carácter básico.
La definición de este concreto concepto retributivo está
estrechamente relacionada con las decisiones funda-

mentales concernientes al propio modelo de función
pública que descansa en el sistema de puestos de trabajo
por el que optó el legislador estatal de la citada Ley
30/1984. Así es: la voluntad del legislador de alejarse
de un sistema de estructura corporativa y de avanzar.
en consecuencia. hacia un sistema abierto, mediante la
implantación de la clasificación de los puestos de trabajo
como «base sobre la que ha de articularse la auténtica
carrera administrativa» (exposición de motivos de la Ley
30/1984). determinó la paralela modificación del ante­
rior régimen retributivo.

En este marco legal. las retribuciones básicas, en
cuanto más directamente conectadas con el sistema de
cuerpos funcionariales -dado que, al resultar en ellas
determinante la clasificación por grupos (art. 23.2), vie­
nen a reflejar la titulación y capacitación técnica exigidas
para el acceso al cuerpo (art. 25)-:--, pierden relieve en
beneficio de las retribuciones compll;lmentarias. Así.
pues, como pertinente trasunto del modelo de función
pública que se pretendía instaurar, la Ley 30/1984. al
regular las retribuciones. estableció «con claridad Una
primacía importante para aquellas que van ligadas al
desempeño del puesto de trabajo» (exposición de moti­
vos). De ahí que el complemento específico que nos
ocupa. en la medida en que está derechamente orientado
a «retribuir las condiciones particulares de algunos pues­
tos de tral:1ajo» [arto 23.3. bll. se convierta en elemento
relevante para perfilar el sistema de estructuración abier­
to por el que optó el legislador básico. En atención a
lo dicho. ha de concluirse reiterando que el contenido
del arto 23.3. b) de la Ley 30/1984 se ajusta a la com­
petencia estatal ex art. 149.1.18.a C.E., al poder encua­
drarse entre esos «aspectos centrales. nucleares del régi­
men jurídico de una determinada institución» (STC
76/1986, fundamento jurídico 4.) en que las «bases».
materialmente. consisten.

Distinta consideración ha de merecer la segunda ale­
gación defendida por el Letrado de la Asamblea de
Madrid. Ciertamente. al cotejar los párrafos impugnados
del arto 13.1. d) de la Ley autonómica con la recién
mencionada disposición básica. no se aprecia que aqué­
llos incurran en la abierta contradicción que resulta
imprescindible, en supuestos como el presente. para sos­
tener la inconstitucionalidad de las normas autonómicas.
El precepto recurrido erige. sí. al grupo en factor deter­
minante de un minimo de complemento específico; pero
esta circunstancia. por sr sola. no puede considerarse
atentatoria de las bases y llevar, sin más. a la incons­
titucionalidad del mismo. De hecho, la impugnación de
la parte actora se apoya en buena medida en una deter­
minada interpretación de la norma objeto de control.
según la cual la misma supondría atribuir el comple­
mento específico a todos los puestos de trabajo, des­
naturalizándose así la concepción básica de esta retri­
bución, en cuanto necesariamente conectada a algunos
de dichos, puestos en atención a sus particulares con­
diciones. Esta no es, sin embargo, la única interpretación
posible de la disposición autonómica. pues, como ati­
nadamente apunta el representante de la Asamblea de
Madrid. de ella no cabe forzosamente inferir. en modo
alguno. que a todos los puestos de trabajo deba asig­
narse el reiterado complemento, sino que, estrictamente,
se limita a una.cuantía mínima en el caso de que dicho
concepto retributivo se asigne a determinados puestos
de trabajo.

Así interpretado el alcance del precepto impugnado,
es claro que no se desvincula la concreta cuantía del
complemento específico de las «condiciones particula­
res» que caractericen a cada puesto de trabajo receptor
del mismo, por lo que no cabe entender que el arto 13.1.d)
de la Ley autonómica desvirtúe el concepto que de
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dicha retribución complementaria ha establecido la legis­
lación básica.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA

Ha decidido

Estimar el recurso de inconstitucionalidad y, en
consecuencia:

1.° Declarar la insconstitucionalidad y consiguiente
nulidad de los arts. 12, 13.1. a) y 13.1. b) de la Ley
de la Asamblea de Madrid 4/1987, de 23 de diciembre.
de Presupuestos Generales de la Comunidad de Madrid
para 1988.

2.° Declarar que el art 13.1. d), párrafos segundo
y tercero de la citada Ley no es inconstitucional si se
interpreta en los términos contenidos en el fundamento
jurídico 4 de esta Sentencia.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a ve.intidós de mayo de mil nove­
cientos noventa y siete.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José
Gabaldón López.-Fernando García-Mon y González-Re­
gueral.-Julio Diego González Campos.-Pedro Cruz Villa­
lón.-earles Viver Pi-Sunyer.-Enrique Ruiz Vadillo.-Ma­
nuel Jiménez de Praga y Cabrera.-Tomás S. Vives
Antón.-Pablo García Manzano.-Firmados y rubricados.

12434 CORRECCIÓN de errores en el texto de la Sen­
tencia núm. 3/1997, de 13 de enero de 1997,
del Tribunal Constitucional, publicada en el
suplemento al «Boletín Oficial del Estado»
núm. 39, de 14 de febrero de 1997.

Advertido error en el texto de la Sentencia
núm. 3, de 13 de enero de 1997, del Tribunal Cons­
titucional. publicada en el suplemento al «Boletín Oficial
del Estado» núm. 39, de 14 de febrero de 1997, se
transcribe a continuación la oportuna corrección:

En la página 12, segunda columna, cuarto párrafo.
línea 4. donde dice: «judiciales [arto 44 b) LOTe] iden­
tifiquemos», debe decir: «judiciales [arto 44.1 b)] LOTC
identifiquemos».

12435 CORRECCIÓN de errores en el texto de la Sen­
tencia núm. 74/7997, de 28 de enero de
1997, del Tribunal Constitucional, publicada
en el suplemento al «Boletín Oficial del Esta­
do» núm. 49, de 26 de febrero de 7997.

Advertido error en el texto de la Sentencia núm. 14,
de 28 de enero de 1997. del Tribunal Constitucional.
publicada en el suplemento al «Boletín Oficial dei Estado»
núm. 49, de 26 de febrero de 1997, se transcribe a
continuación la oportuna corrección:

En la página 16, segunda columna, segundo párrafo.
línea 5, donde dice: «L.J., requisitos que concurren», debe
decir: «L.J.C.A., requisitos que concurren».

12436 CORRECCIÓN de errores en el texto de la Sen­
tencia núm. 79/1997, de 70 de febrero de
1997, del Tribunal Constitucional, publicada
en el suplemento al «Boletín Oficial del Esta­
do» núm. 63, de 14 de marzo de 1997.

Advertidos errores en el texto de la Sentencia
·núm. 19, de 10 de febrero de 1997. del Tribunal Cons­
titucional, publicada en el suplemento al «Boletín Oficial
del Estado» núm. 63. de 14 de marzo de 1997 se trans­
criben a continuación las oportunas correcciones:

En la página 14, segunda columna, quinto párrafo.
línea 8, donde dice: «Ley 30/1992 y 52.1 f), de la Ley»,

. debe decir: «Ley 30/1992 y ,52.2 f). de la Ley».
En la página 15, primera columna, cuarto párrafo.

línea 4, donde dice: «Sala (SSTC 83/1996, 84/1996.
87/1996 y 125/1996). En la». debe decir: «(SSTC
83/1996 y 84l1996). En la».

12437 CORRECCIÓN de errores en el texto de la Sen­
tencia núm. 27/1996, de 70 de febrero
de 7997, del Tribunal Constitucional, publi­
cada en el suplemento al «Boletín Oficial del
Estado» núm. 63, de 14 de marzo de 7997.

Advertido error en el texto de la Sentencia núm. 21.
de 10 de febrero de 1997. del Tribunal Constitucional.
publicada en el suplemento al «Boletín Oficial del Estado»
núm. 63. de 14 de marzo de 1997, se transcribe a con­
tinuación la oportuna corrección:

En la página 23, primera columna, primer párrafo.
línea 3. donde dice: «sobre el mantenimiento o no de
la libertad» (STC, debe decir: «sobre mantenimiento o
no de la limitación de la libertad» (STC».

12438 CORRECCIÓN de errores en el texto de la Sen­
tencia núm. 26/1996, de 11 de febrero de
7997. del Tribunal Constitucional, publicada
en el suplemento al «Boletín Oficial del Esta­
do» núm. 63, de 74 de marzo de 1997.

Advertido error en el texto de la Sentencia núm. 26,
de 11 de febrero de 1997, del Tribunal Constitucional.
publicada en el suplemento al «Boletín Oficial del Estado»
núm. 63, de 14 de marzo de 1997, se transcribe a con­
tinuación la oportuna corrección:

En la página 45. primera columna, tercerpárrafo, línea
2, donde dice: «174/1994, que estimaba», debe decir:
«177/1994, que estimaba».

12439 CORRECCIÓN de errores en el texto de la
Sentencia núm. 38/1997, de 27 de febrero
de 7997, del Tribunal Constitucional, publi­
cada en el suplemento al «Boletín Oficial del
Estado» núm. 78, de 1 de abril de 1997.

Advertido error en el texto de la Sentencia núm. 38.
de 27 de febrero de 1997. del Tribunal Constitucional.
publicada en el suplemento al «Boletín Oficial del Estado»
núm. 78, de 1 de abril de 1997, se transcribe a con­
tinuación la oportuna corrección:

En la página 46. segunda columna, quinto párrafo,
línea 21. donde dice: «in bonus- no vulnera». debe decir:
«in bonurn- no vulnera».


